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VOTO particular formulado por el señor Ministro José Ramón Cossío Díaz, en la Acción de Inconstitucionalidad 149/2007 y su acumulada 150/2007, promovidas por los partidos políticos Convergencia y del Trabajo, en contra del Congreso y del Gobernador Constitucional del Estado de Hidalgo.

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Suprema Corte de Justicia de la Nación.- Secretaría General de Acuerdos.

VOTO PARTICULAR QUE FORMULA EL SEÑOR MINISTRO JOSE RAMON COSSIO DIAZ, EN LA ACCION DE INCONSTITUCIONALIDAD 149/2007 Y SU ACUMULADA 150/2007, RELATIVO A LOS ARTICULOS 105 Y 110 DE LA LEY ORGANICA DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE HIDALGO. Tema: Integración del Tribunal Electoral Local por un número par de magistrados.

En la sesión de seis de agosto de dos mil siete, el Tribunal Pleno resolvió las acciones de inconstitucionalidad 149/2007 y su acumulada 150/2007, promovidas por los partidos políticos Convergencia y del Trabajo, en contra de diversos preceptos de la Ley Orgánica del Poder Judicial
 y de la Ley Electoral
, ambas del Estado de Hidalgo.

En el primer concepto de invalidez, los partidos políticos promoventes impugnaron los artículos 105 y 110 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Hidalgo, al considerar que transgredían los artículos 17 y 116, fracción IV, incisos b) y c) de la Constitución Federal porque con una integración par del Tribunal Electoral Local (cuatro magistrados), no se garantiza la certidumbre de las determinaciones del tribunal, ya que se privilegia el voto de calidad del Presidente de dicho órgano, además de que tampoco se garantizan los principios de legalidad, certeza, imparcialidad, objetividad e independencia. Señalaron además que una integración adecuada debe ser con un número impar.

Respecto de esta impugnación, se desestimó la acción de inconstitucionalidad ya que la votación emitida no fue la idónea para lograr la declaratoria de invalidez, tal y como se proponía en el proyecto
. En efecto, los señores Ministros Aguirre Anguiano, Góngora Pimentel, Gudiño Pelayo, Valls Hernández, Sánchez Cordero y Silva Meza (ponente), votaron a favor del proyecto y por la declaratoria de inconstitucionalidad de los preceptos impugnados; mientras que los señores Ministros Luna Ramos, Franco González Salas, Azuela Güitrón, Presidente Ortiz Mayagoitia, y el que suscribe el presente voto, votamos en contra del proyecto propuesto y por la constitucionalidad de los artículos impugnados.

En mi opinión, los artículos 105 y 110 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Hidalgo, no resultaban inconstitucionales por los siguientes motivos. 

La Constitución Federal en su artículo 116, fracción IV, establece una serie de garantías que tanto las Constituciones como las leyes locales, deben cumplir en materia electoral. Entre ellas, —y por ser la que en el caso nos interesa— en el inciso b) señala que en el ejercicio de la función electoral a cargo de las autoridades electorales, serán principios rectores los de legalidad, imparcialidad, objetividad, certeza e independencia.

Sobre estos principios rectores en materia electoral, el Tribunal Pleno ya se ha pronunciado
, señalando en esencia que:

a) El principio de legalidad es la garantía formal para que los ciudadanos y las autoridades electorales actúen en estricto apego a las disposiciones consignadas en la ley, de tal manera que no se emitan o desplieguen conductas caprichosas o arbitrarias al margen del texto normativo.

b) El principio de imparcialidad consiste en que en el ejercicio de sus funciones las autoridades electorales eviten irregularidades, desviaciones o la proclividad partidista.

c) El principio de objetividad obliga a que las normas y mecanismos del proceso electoral estén diseñadas para evitar situaciones conflictivas sobre los actos previos a la jornada electoral, durante su desarrollo y en las etapas posteriores a la misma.

d) El principio de certeza consiste en dotar de facultades expresas a las autoridades locales de modo que todos los participantes en el proceso electoral conozcan previamente con claridad y seguridad las reglas a que su propia actuación y la de las autoridades electorales están sujetas.

Ahora bien, los artículos 105 y 110 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Hidalgo impugnados, disponen lo siguiente: 

“Artículo 105.- El Tribunal Electoral se integra con cuatro Magistrados, quienes serán electos de acuerdo al procedimiento señalado en la Constitución Política del Estado y al artículo 107 de esta Ley.

Para el trámite de sus renuncias, se seguirá el mismo procedimiento que para su nombramiento.

Artículo 110.- El Pleno se integra por los cuatro Magistrados a que se refiere el Artículo 105 de esta Ley y conocerá de los asuntos de su competencia”.

Como se advierte de ambos preceptos, el Tribunal Electoral del Estado de Hidalgo se integra por cuatro Magistrados.

En mi opinión, al estar integrado el Tribunal Electoral Local por un número par de Magistrados, no se genera un problema de incertidumbre tal y como lo señalaban los partidos políticos promoventes.

En efecto, como ya precisé, el Tribunal Pleno ya ha señalado que el principio de certeza en materia electoral consiste en dotar de facultades expresas a las autoridades locales de modo que todos los participantes en el proceso electoral conozcan previamente con claridad y seguridad las reglas a que su propia actuación y la de las autoridades electorales están sujetas, y en el caso, tanto los partidos políticos promoventes, como todos los que en su momento intervendrían en el proceso electoral, sabían que el Presidente del órgano colegiado siempre deberá integrar quórum, y que en casos de empate podrá ejercer su voto de calidad. Esto se dispone en el artículo 111 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Hidalgo, el cual no fue impugnado, y señala que: 

“Artículo 111.- Para que el Pleno pueda sesionar válidamente se requiere la presencia de su Presidente y la mayoría de los Magistrados.

Sus determinaciones serán válidas con el voto de la mayoría simple de los presentes en caso de empate, el Magistrado Presidente tendrá voto de calidad”.

Así entonces, al ser el artículo 111 citado, una norma general, abstracta e impersonal, que fue publicada antes de la celebración del proceso electoral, resulta claro que todos los participantes en el mismo la conocían y por tanto, sabían con claridad y seguridad cuáles serían las reglas a las que estaría sujeta la actuación de dicho órgano colegiado.

En el caso, la certidumbre está plenamente respetada, ya que se sabe con seguridad que si se diera el caso de recurrir al Tribunal Electoral Local, éste se encuentra integrado por cuatro Magistrados y que existe un sistema para evitar que un asunto pudiera quedarse empatado, que es justamente el voto de calidad del Presidente del órgano colegiado. Por lo tanto, de ninguna manera se genera incertidumbre alguna. 

Ahora bien, la cuestión relativa a la integración de dicho Tribunal con un número par, y si esto es lo idóneo o no, es una cuestión de política legislativa, que en forma alguna transgrede los principios rectores de la materia electoral, y por consiguiente, no torna inconstitucionales los preceptos impugnados.

Incluso existen ejemplos en el derecho comparado que se refieren a órganos colegiados que están integrados por números pares, y sin embargo, ello no genera un problema de constitucionalidad. Por ejemplo, el Tribunal Constitucional Español esta compuesto por doce Magistrados
; el Tribunal Constitucional de Austria se integra por catorce jueces y seis suplentes
, el Tribunal Constitucional Federal Alemán se integra por dieciséis jueces
, etc…

Así, puede parecer conveniente o no que un órgano colegiado este integrado por un número par o uno impar, sin embargo, cabría preguntarse ¿realmente genera un problema de constitucionalidad el que la integración del órgano sea con un número par y exista un voto de calidad del Presidente en esas decisiones?, ¿en realidad esto nos lleva a una solución donde se genera incertidumbre?. La respuesta es no, pues como ya lo dije, esta es una cuestión de política legislativa.

Por todo lo anterior, estimo que los artículos impugnados de ninguna forma transgreden el principio de certeza en materia electoral, ni tampoco alguno de los principios rectores en esta materia previstos en el artículo 116, fracción IV de la Constitución Federal, por lo que resultan constitucionales. 

Ministro José Ramón Cossío Díaz.- Rúbrica.

LICENCIADO JOSE JAVIER AGUILAR DOMINGUEZ, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION, CERTIFICA: Que esta fotocopia constante de tres hojas útiles, concuerda fiel y exactamente con su original que corresponde al voto particular formulado por el señor Ministro José Ramón Cossío Díaz, en las acciones de inconstitucionalidad 149/2007 y su acumulada 150/2007, promovidas por los partidos políticos Convergencia y del Trabajo. Se certifica para su publicación en el Diario Oficial de la Federación.- México, Distrito Federal, a veintiocho de agosto de dos mil siete.- Conste.- Rúbrica.

� De la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Hidalgo se impugnaron los artículos 105 y 110, tema: “Integración del Tribunal Electoral Local por cuatro Magistrados”. 


� Por su parte, de la Ley Electoral del Estado de Hidalgo se impugnaron los artículos 110, 111 y 112, tema: “Los tiempos de emisión y publicación de la lista definitiva de la ubicación e integración  de las mesas directivas de casilla, son insuficientes para el desahogo de las instancias impugnativas, ya sean locales o federales.”


Asimismo se impugnaron de esta ley, los artículos 248, fr. V y 249, fr. I, II y III, tema: “Omisión del establecimiento de límite para la sobre-representación”.


� En el proyecto presentado por el Ministro ponente se proponía declarar la invalidez de los artículos impugnados, esencialmente porque la integración del tribunal en número par, podía propiciar empate en la toma de decisiones lo que generaría incertidumbre en la solución de las controversias, otorgando voto de calidad al Presidente del órgano, lo que traería como consecuencia que los asuntos no se resolvieran con el criterio del tribunal como órgano colegiado, sino con el criterio del Presidente, violándose así los principios de certeza, autonomía e independencia. Finalmente se precisaba que para evitar este tipo de conflictos, y a fin de lograr que el voto de cada uno de los integrantes del tribunal tuviera el mismo peso, la integración del órgano debía ser en número impar.  


� Esto se sustenta en la tesis de jurisprudencia P./J. 144/2005, emitida por el Tribunal Pleno, Novena Época, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, en el tomo XXII, de noviembre de 2005, en la página 111. El rubro de este criterio es el siguiente: “FUNCIÓN ELECTORAL A CARGO DE LAS AUTORIDADES ELECTORALES. PRINCIPIOS RECTORES DE SU EJERCICIO”.


� Artículo 7.1 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional Español. 


� Artículo 147 de la Constitución Federal de Austria. 


� Artículo 94 de la Constitución Federal.  





